CADUCIDAD DE LA ACCIÓN – Nulidad y restablecimiento del derecho 

El artículo 136 del Código Contencioso Administrativo estableció la caducidad de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho en cuatro (04) meses contados a partir del día siguiente a la publicación, comunicación, notificación o ejecución del acto administrativo demandado. 

COMPETENCIA DELEGADA – Delegación administrativa 

El presente caso corresponde a un evento de delegación administrativa de una entidad de carácter nacional a una entidad territorial, en virtud de la cual, la segunda será la responsable de los efectos positivos o negativos que genere alguna decisión adoptada en ejercicio de la competencia delegada, no obstante lo anterior, la primera conservará el deber de vigilancia y control, tal cual quedó estipulado en el artículo quinto de la resolución antes señalada. 

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCION TERCERA 
SUBSECCION C

Consejera ponente: OLGA MELIDA VALLE DE DE LA HOZ
Bogotá, D.C., veintitrés (23) de mayo de dos mil doce (2012)

Radicación número: 11001-03-26-000-2000-00012-01(18558)
Actor: SOCIEDAD PRODUCTOS TERRIGENO LIMITADA
Demandado: NACION - MINISTERIO DE MINAS Y ENERGIA 
Referencia: ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
Decide la Sala en única instancia la demanda presentada contra las Resoluciones N° 2998 de 25 de octubre de 1994 y 3388  28 de febrero de 1995,  por las cuales se ordenó el cierre definitivo de una explotación ilícita en el sector de La Loma, barrio San Javier, en el municipio de Medellín, Departamento de Antioquía.
I. ANTECEDENTES

1.1. La demanda.

El señor MARIO YEPES GÓMEZ, en su calidad de representante legal de la empresa Sociedad Productos Terrigeno Ltda., en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, mediante apoderado judicial presentó demanda contra La Nación – Ministerio de Minas y Energía – Departamento de Antioquía – Secretaría de Minas y Energía, para que se declare la nulidad de las Resoluciones N° 2998 de 25 de octubre de 1994 y 3388 de 28 de febrero de 1995 y se restablezca el derecho de los actores, en relación con la explotación que venían realizando en una cantera.

Como pretensiones de la demanda se deprecaron las siguientes:

PRIMERA: “Que es nula la Resolución N° 2998 de fecha 25 de octubre de 1994…”.

SEGUNDA: “Que es nula la Resolución N° 338 de 28 de febrero de 1995…”.

TERCERA: “Como consecuencia de la anterior declaración, se restablezca el derecho de continuar con la explotación, a la sociedad Productos Terrigeno Limitada en terrenos de su propiedad…”.

CUARTA: “Que se condene a la Nación y Departamento de Antioquia, al pago o indemnización de los perjuicios materiales en sus modalidades de DANO EMERGENTE Y LUCRO CESANTE padecidos por la sociedad Productos Terrigeno Limitada,…”.

QUINTA: “Dispóngase además que todas las sumas de dinero que ascienden los perjuicios aquí reclamados, sean ajustados en proporción a las variaciones del índice de precios al consumidor…”.
1.2. Los hechos.

La Sociedad Productos Terrigeno Ltda. desde el año 1.968 venía explotando una cantera ubicada en el municipio de Medellín, de la cual sacaban “arenilla para afirmado”.  El 4 de octubre de 1994 la Secretaría de Minas y Energía del Departamento de Antioquía realizó una visita al sitio, concluyendo que la explotación era ilícita, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 11 y 302 del Código de Minas, debido a que los propietarios no tenían licencia de explotación.

Con fundamento en lo anterior, la Secretaría de Minas y Energía de Antioquia, expidió la Resolución N° 2998 del 25 de octubre de 1994, por la cual se ordenó el cierre definitivo de la cantera. Contra dicho acto administrativo se interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación, desatado mediante la Resolución N° 3388 del 28 de febrero de 1995, confirmando la decisión.

1.3. Normas y concepto de la violación.

Estimó el actor que la administración con la expedición de los actos administrativos aquí demandados vulneró las siguientes normas: 

1.3.1. Artículo 287 del Código de Minas
: consideró que se vulneró la presente norma, por cuanto la competencia para impartir la orden de cierre definitivo estaba reservada para el Ministerio de Minas y Energía y no podía el Secretario de Minas y Energía del Departamento arrogarse ésta. 
1.3.2. Artículo 6º del Decreto 2462 de 1989
: estimó vulnerada esta norma por cuanto la explotación de la cantera se venía realizando antes de la entrada en vigencia del Código de Minas (Decreto 2655 de 1988), de tal manera que, no se precisaba de título minero para ello.

1.3.3. Artículo 2° de la Constitución Política
: Con la orden de cierre de la cantera el Secretario de Minas Departamental violó los derechos al trabajo y al debido proceso.

1.3.4. Artículo 6° de la Constitución Política
: La expedición por parte del Secretario de los actos administrativos aquí demandados constituyeron una extralimitación en sus funciones.

1.3.5. Artículo 25 de la Constitución Política
: Con el cierre de la cantera quedaron cesantes 10 empleados que tenía la misma.

1.3.6. Artículo 29 de la Constitución Política
: Estimó vulnerado esta norma, por cuanto el Secretario Departamental, no citó al representante legal de la Sociedad Productos Terrigeno Ltda., para que hiciera los respectivos descargos antes de la expedición de los actos administrativos demandados:

1.3.7. Artículo 5° de la Ley 58 de 1.982
 en concordancia con lo dispuesto por el artículo 1°del  Código Contencioso Administrativo
: Se estimó vulnerado por la omisión en la adopción de las decisiones por parte de la entidad demandada tendientes al cierre de la operación de la cantera, de los principios establecidos en esta norma, por cuanto, no existía un procedimiento especial al cual debería haberse sujetado la entidad en el Código de Minas.

1.4. Antecedentes procesales.

La demanda fue presentada ante el Tribunal Administrativo de Antioquia el veintisiete (27) de junio de mil novecientos noventa y cinco (1995)
, en dicho escrito se solicitó la suspensión provisional de los actos administrativos demandados. Mediante auto del seis (06) de julio de mil novecientos noventa y cinco (1995), se admitió la demandada y se negó la suspensión provisional
.

Ante este Tribunal se surtió la etapa probatoria y de alegatos de conclusión, sin embargo antes de dictar sentencia, por auto del veinticinco (25) de abril del dos mil (2000) se declaró la falta de competencia por razón de la materia, anulando todas las actuaciones desde el auto admisorio y remitiendo el expediente al Consejo de Estado
, quien mediante auto del diecinueve (19) de abril de dos mil uno (2001), resolvió admitir la demanda, notificar a las partes demandadas y negar la suspensión provisional solicitada
.

1.4.1. Intervención de las partes.

El Ministerio de Minas y Energía, en el escrito de contestación de la demanda, propuso la excepción de falta de legitimación por pasiva, al estimar, que de conformidad con la Resolución N° 3 1903 del 30 de septiembre de 1992, la competencia para impartir el tipo de orden establecida en los actos administrativos demandados quedó en cabeza del Departamento, quien de acuerdo a lo establecido por el inciso segundo del artículo 211 de la Constitución Política es el único responsable de los efectos producidos por actos dictados en virtud de funciones delegadas.

Por su parte, el Departamento de Antioquia contestó la demanda oponiéndose a las pretensiones de la misma. En relación con los hechos manifestó que: i). si bien era cierto la cantera se venía explotando desde años atrás, el Código de Minas exigía a las personas jurídicas o naturales que desarrollaran este tipo de actividades la inscripción en el registro minero dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de dicha norma. Ii). En cuanto a la presunta falta de competencia y consiguiente vulneración del artículo 287 del Código de Minas, se determinó que el Ministerio de Minas y Energía mediante la Resolución N° 3-1903 del 30 de septiembre de 1992, delegó en la Gobernación de Antioquia, Secretaria de Minas y Energía el trámite de todos los negocios que según el Código de Minas son competencia del primero, en el segundo, salvo unas excepciones, dentro de las cuales no se encontraba la decisión aquí demandada. Iii). En relación con la presunta vulneración de las disposiciones constitucionales, en especial al debido proceso, se dijo, que no existió tal violación por cuanto el Código de Minas en su artículo 287 estableció el procedimiento para la adopción de las decisiones demandadas, de tal manera que, no era procedente la aplicación de la Ley 58 de 1982.

Frente a las pretensiones de la demanda se dijo que no estaban llamadas a prosperar, por cuanto la autoridad competente siguió el procedimiento establecido en la norma aplicable para la fecha de los hechos, así mismo, consideró que en el presente caso nunca existió un derecho a ser restablecido, por cuanto los actores no ostentaron en ningún momento titulo minero alguno, o permiso que les permitiera explotar la cantera, a su vez, cuando tuvieron la oportunidad de legalizar su actividad no lo hicieron.

Por auto del once (11) de diciembre de dos mil uno (2001) y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 146 del Código de Procedimiento Civil se resolvió no surtir nuevamente la etapa probatoria y tener como válidas las aportadas ante el Tribunal Contencioso de Antioquia, en razón a ello, mediante auto del ocho (08) de febrero de dos mil dos (2002) se corrió traslado a las partes para alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto por escrito.

1.4.2. Intervención del Ministerio Público.

El representante del Ministerio Público rindió concepto por escrito solicitando fueran denegadas las pretensiones de la demanda, para ello, hizo referencia a cada una de las consideraciones presentadas por el actor, a saber, competencia de la Secretaría Departamental, violación al debido proceso y el derecho de explotación minera.

En cuanto a la competencia, estimó que el Ministerio si podía delegar en las Secretarías Departamentales la función de ordenar el cierre de una explotación que tuviera el carácter de ilegal.

En relación con la segunda, consideró que el Código de Minas si estipulaba un procedimiento especial para adoptar dicha decisión, por ello, no era necesario la remisión a las normas generales de los procedimientos administrativos, en razón ello, concluyó que no había vulneración al debido proceso.

Por último, consideró que el incumplimiento a la obligación de inscripción en el Registro Minero que estableció el Código, conllevaba la extinción ipso jure de los títulos mineros expedidos antes de la entrada en vigencia de dicha normatividad y si lo reconocía para los títulos debidamente otorgados, debía entenderse con mayor rigor para aquellas explotaciones que no lo tuvieran. Como apoyo de las consideraciones antes reseñadas se citó in extenso un pronunciamiento de la Corte Constitucional en el cual se revisó la constitucionalidad del artículo 296 del Código de Minas, decisión que a su vez, fue citada en un pronunciamiento de esta Corporación de fecha 20 de agosto de 1997. 

1.5. Los actos administrativos demandados.

Pretende el actor la nulidad de la Resolución N° 2998 del 25 de octubre de 1994, por la cual se decidió lo siguiente:

“Ordenar el cierre definitivo de los trabajos adelantados en el sector de San Javier, aledaños a los Barrios El Salado y Eduardo Santos, jurisdicción del Municipio de Medellín de este departamento, por la Sociedad TERRIGENOS LTDA., y los señores IGNACIO URIBE, FABIO Y MARIO YEPES GÓMEZ, identificada en la parte motiva de esta providencia, por las razones allí expuestas”

Así mismo solicita se decrete la nulidad de la Resolución N° 3388 del 28 de febrero de 1995, por la cual se resolvió el recurso de reposición y se dijo:

“Modificar parcialmente el acápite primera de la Resolución N° 2998 del 25 de octubre de 1994, en el sentido de que los trabajos son adelantados por la Sociedad PRODUCTOS TERRIGENO LIMITADA, representada legalmente por el señor MARIO YEPES GOMEZ y los señores IGNACIO URIBE Y MARIO YEPES GOMEZ. Las demás disposiciones continúan vigentes”

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 266 del Código de Minas 
, con la resolución del recurso de reposición quedó agotada la vía gubernativa.

II. CONSIDERACIONES

Corresponde a la Sub Sección C de la Sección Tercera resolver en única instancia la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho presentada por el señor MARIO YEPES GOMEZ en su calidad de representante legal de la Sociedad Productos Terrigeno Ltda., de conformidad con lo dispuesto por el numeral 6 del artículo 128 del Código Contencioso Administrativo, en concordancia con lo dispuesto por los artículos 293 y 295 de la Ley 685 de 2001 y el auto de Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del veintisiete (27) de marzo de dos mil doce (2012)
, Consejera Ponente Maria Claudia Rojas Lasso, expediente 38.703.

2.1. Problema jurídico.

El problema jurídico planteado por el actor y el cual corresponde resolver a esta Sala, es sí, la resolución por la cual se ordenó el cierre de operaciones de una cantera y la que resolvió un recurso de reposición deben ser anuladas, por cuanto se expidieron por un funcionario que no tenía competencia, ausencia del título minero y si se incurrió en una violación al debido proceso, siendo  este el orden en el cual se entrará a resolver el presente caso, no sin antes hacer mención a temas procesales, como la caducidad de la acción y la legitimación en la causa.

2.2. De la caducidad de la acción.

El artículo 136 del Código Contencioso Administrativo estableció la caducidad de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho en cuatro (04) meses contados a partir del día siguiente a la publicación, comunicación, notificación o ejecución del acto administrativo demandado. 

Teniendo en cuenta que contra la Resolución N° 2998 del 25 de octubre de 1994 se interpuso recurso de reposición, el cual fue desatado por la Resolución N° 3388 del 28 de febrero de 1995, notificada personalmente al apoderado judicial del actor el tres (03) de marzo del mismo año, el término se empezará a contar al día siguiente, venciéndose el mismo el cuatro (04) de julio de 1995 y si se tiene que la demanda fue presentada el veintisiete (27) de junio de 1995, advierte la Sala que se hizo dentro del término legal.

2.3. De la legitimación en la causa.

2.3.1. Por activa

Se encuentra debidamente demostrada con el registro de Cámara de Comercio de Medellín, por el cual se certifica la existencia de la Sociedad Productos Terrigeno Ltda, de la cual son socios los señores MARIO YEPES GOMEZ, FABIO YEPES GOMEZ Y IGNACIO URIBE C., así mismo se aportó la escritura pública N° 5.460 del veintitrés (23) de octubre de mil novecientos setenta y tres (1973), mediante la cual, la Sociedad adquirió entre otras cosas, “una ladrillera con sus correspondientes ramadas, máquinas para la fabricación de ladrillo, transportador, motor diesel, hornos para la quemadura de ladrillo, volqueta para el transporte de arcillas,…”.
Teniendo en cuenta lo anterior y considerando que los actos administrativos ordenaron el cierre de la operación que venía desarrollando la aludida sociedad en la cantera de su propiedad, les asiste un interés directo a los actores para solicitar la declaratoria de nulidad y el restablecimiento del derecho aquí deprecados.

2.3.2. Por pasiva

2.3.2.1. Ministerio de Minas y Energía.

El apoderado judicial del Ministerio de Minas y Energía, en virtud de lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 211 de la Constitución Política
, propuso la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva frente al Ministerio, toda vez que, por la Resolución N° 3-1903 del 30 de septiembre de 1992 se delegó la competencia en la Secretaría de Minas y Energía del departamento de Antioquia, al tenor se dijo:

“ARTICULO PRIMERO: Delégase en la Gobernación de Antioquia, Secretaría de Minas y Energía, dentro del ámbito territorial de su jurisdicción, el trámite de todos los negocios mineros que según el Código de Minas, son competencia directa de este Ministerio y la expedición de los actos administrativos que los definan con excepción de:

a. La celebración, terminación, caducidad, reversión de contratos de concesión, así como la devolución de áreas y cesión de derechos a que den lugar y todos aquellos trámites que impliquen su modificación, o que sean efecto de los mismos.

b. El trámite y decisión de aportes mineros.

c. La función de registro minero.

d. La liquidación de regalías. 

ARTICULO QUINTO: La delegación a que se refiere esta resolución comprende las funciones de vigilancia y fiscalización, que conforme a la legislación minera corresponden al Ministerio de Minas y Energía; no obstante, esta entidad conservará la facultad de ejercerlas con carácter excepcional cuando especiales circunstancias así lo aconsejen”.

El presente caso corresponde a un evento de delegación administrativa de una entidad de carácter nacional a una entidad territorial, en virtud de la cual, la segunda será la responsable de los efectos positivos o negativos que genere alguna decisión adoptada en ejercicio de la competencia delegada, no obstante lo anterior, la primera conservará el deber de vigilancia y control, tal cual quedó estipulado en el artículo quinto de la resolución antes señalada. 

Dicho lo anterior, advierte la Sala que la excepción propuesta por el apoderado judicial del Ministerio de Minas y Energía esta llamada a prosperar.

2.3.2.2. Del departamento de Antioquia – Secretaria de Minas y Energía

En razón a que los actos administrativos demandados fueron expedidos en ejercicio de la competencia delegada por parte del Ministerio de Minas y Energía, será esta la entidad que deberá responder por los efectos de los actos administrativos aquí demandados.

2.4. Del caso concreto.

2.4.1. De la competencia de la Secretaría de Minas y Energía del departamento de Antioquia.

El artículo 263 del Decreto 2655 de 1988
 (norma vigente para la fecha de la delegación), le autorizaba al Ministerio de Minas y Energía delegar en entidades de carácter seccional o local las funciones atribuidas por dicha norma. Atendiendo a ello, se expidió la Resolución N° 3-1903 del 30 de septiembre de 1992, por la cual se resolvió delegar en el departamento de Antioquia – Secretaría de Minas y Energía el trámite de todos los negocios mineros dentro de su jurisdicción, estableciendo eso sí, unas excepciones a dicha delegación.

Al tenor literal en el artículo primero se dijo: “ARTICULO PRIMERO: Delégase en la Gobernación de Antioquia, Secretaría de Minas y Energía, dentro del ámbito territorial de su jurisdicción, el trámite de todos los negocios mineros que según el Código de Minas, son competencia directa de este Ministerio y la expedición de los actos administrativos que los definan con excepción de:

a. La celebración, terminación, caducidad, reversión de contratos de concesión, así como la devolución de áreas y cesión de derechos a que den lugar y todos aquellos trámites que impliquen su modificación, o que sean efecto de los mismos.

b. El trámite y decisión de aportes mineros.

c. La función de registro minero.

d. La liquidación de regalías.

En este orden de ideas no le asiste razón al actor al afirmar que la Secretaría de Minas y Energía del departamento de Antioquia no tenía la competencia para ordenar el cierre de operaciones de la cantera propiedad de la Sociedad Productos Terrigeno Ltda., por cuanto la competencia para adoptar dicha decisión le fue delegada en virtud de la resolución antes citada y la cantera se encontraba dentro de la jurisdicción de la Secretaría de Minas y Energía departamental. 

2.4.2. De la exigencia de titulo o registro minero. (Vulneración al artículo 6° del Decreto 2462 de 1989).

La norma presuntamente vulnerada decía: 

“Artículo 6º. Los propietarios actuales de predios que de conformidad con el Artículo 4º del Código de Minas conserven el derecho sobre las canteras ubicadas en ellos no requerirán de un título minero otorgado por el Ministerio de Minas y Energía.

No obstante lo anterior, deben cumplir con el registro minero de que trata el Capítulo XXXI del citado Código, el cual deben efectuar dentro del término de un (1) año contado desde la vigencia del Código.

Con la solicitud respectiva deberán presentar:

a) Copia registrada de la Escritura Pública contentiva del título de propiedad del predio de ubicación de las canteras.

b) Plano topográfico del predio antes mencionado o de la parte del mismo en que se hallen los depósitos, señalando la extensión y forma de la superficie correspondiente. Este plano deberá ser presentado en escala 1:5000, elaborado por geólogo, ingeniero o topógrafo matriculado. Será aceptable el plano trazado sobre planchas del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, de esta misma escala.

c) La demarcación mediante amojonamiento del polígono que delimita el área de las canteras. El amojonamiento se hará por medio de mojones de concreto debidamente marcados, colocados en cada uno de los vértices del polígono. Estos mojones deberán colocarse de manera que permitan su fácil reconocimiento y al mismo tiempo den seguridad en cuanto a su estabilidad.

d) La descripción geológica de los depósitos, con la evaluación de las reservas, relacionando los métodos y criterios aplicados en este estudio.

e) Las pruebas de la explotación iniciada antes del 24 de junio de 1989.

El Ministerio de Minas y Energía, en todo caso, verificará la veracidad de los hechos.

La explotación de las canteras, se sujetará a las disposiciones que rigen la preservación de recursos naturales renovables y del medio ambiente”.

Estimó el actor que, la vulneración a dicha norma provino de la exigencia por parte de la Secretaría de Minas y Energía departamental del título minero, por cuanto la misma no era procedente ya que la explotación de la cantera se venía realizando desde antes de entrar en vigencia el Decreto 2655 de 1988 (Código de Minas), de tal manera que, a la Sociedad Productos Terrigeno Ltda no se le podía exigir titulo minero, por cuanto dicho requerimiento fue exigible después de la expedición de la citada norma.

Por su parte, la entidad demandada consideró que, efectivamente antes de la entrada en vigencia no se exigía el respectivo título minero, no obstante, el artículo 6° del Decreto 2462 de 1989, le exigía a aquellas personas que vinieran desarrollando una actividad relacionada con la explotación de canteras la inscripción dentro del año siguiente a la expedición del Código de Minas, por cuanto éste se configuraría en la única prueba de los derechos de explotación.

Esta norma tiene estrecha relación con lo dispuesto por el artículo 296 del Decreto 2655 de 1988
, el cual establecía que, en el evento de no realizarse el registro del título minero dentro del año siguiente se declarará su extinción ipso jure. Dicha norma fue revisada por la Corte Constitucional en la sentencia C-006 de 1993
, y en ella se afirmó que la única prueba válida con miras a demostrar el derecho que puede tener un particular para desarrollar actividades de explotación minera es el Registro Minero.  

En el caso concreto, estamos frente a una situación en la cual la Sociedad Productos Terrigeno Ltda., venía desarrollando una actividad que no era objeto o necesitaba de la expedición de un titulo minero, pero la misma norma citada por el actor, a saber, el artículo 6° del Decreto 2462 de 1989 exigía la inscripción en el Registro Minero dentro del año siguiente. Por lo tanto, si la consecuencia para aquellos casos en los cuales si se tenía un título y este no se registraba era la extinción del mismo, no se puede esperar una consecuencia diferente para los casos de las personas que explotaban canteras y no realizaban la inscripción en dicho Registro, por cuanto, no existía ninguna prueba que la actividad que realizaban era legal, de ahí que la decisión de la autoridad administrativa competente fuera la de ordenar el cierre de operaciones por considerar que la explotación desarrollada por la Sociedad Productos Terrigeno Ltda era ilegal.

Dicho lo anterior, la norma aquí citada y la cual según los actores fue vulnerada por la autoridad administrativa, debe entenderse de manera integral y conjunta con el artículo 296 del Decreto 2655 de 1988, de tal manera que, no encuentra la Sala que la misma haya sido violada por la Secretaría de Minas y Energía. A contrario sensu, si se advierte un incumplimiento por parte de los actores en la obligación de inscribirse en el Registro Minero dentro del año siguiente a la entrada en vigencia del citado decreto.

2.4.3. Violación al debido proceso.

Estimó el actor que en el procedimiento administrativo adelantado por la Secretaría de Minas y Energía de Antioquia se incurrió en una violación al debido proceso, por cuanto dicha autoridad administrativa debió aplicar las normas generales de los procedimientos administrativos, ya que en el Código de Minas no existía norma especial que lo estableciera.

A lo anterior, estimó la entidad demandada que, contrario a lo manifestado por los actores, en el Código de Minas si existía norma especial que regulara el procedimiento a seguir una vez se verificara una explotación ilegal, siendo este, el artículo 287
.

De la lectura de esta norma, se puede extraer que una vez detectada una explotación ilegal (sin título minero o registro), el Ministerio o en su lugar la autoridad administrativa competente cerrará de manera inmediata los frentes de trabajo, le fijará al explotador un plazo de dos meses para retirar las maquinarias, estableciéndole una caución de cien (100) salarios mínimos para asegurar que no continuara con sus trabajos.

En efecto, advierte la Sala que le asiste razón a la entidad demandada y al Ministerio Público cuando afirman que efectivamente en el Código de Minas si existía un procedimiento administrativo especial a seguir en los casos iguales al aquí planteado, de tal manera que, el argumento del actor tendiente a una presunta vulneración del derecho al debido proceso no está llamado a prosperar, por cuanto la autoridad administrativa competente cumplió con lo dispuesto en dicha norma, tal cual se desprende de lo consignado en las Resoluciones aquí demandadas, cuyo texto es el siguiente: 

“(…) Que de conformidad con los artículos 11 y 302 del Código de Minas, dichas explotaciones son ilícitas, y en consecuencia es procedente de conformidad con el artículo 287 íbidem, ordenar el cierre definitivo de las actividades mineras realizadas en el sector de San Javier, aledaña a los Barrios El Salado y Eduardo Santos, por cuanto quienes la realizan no ostentan título minero que los autorice adelantar dichas actividades”. 

En el mismo sentido la Honorable Corte Constitucional se pronunció en la Sentencia C-006-97, declarando que, la falta de inscripción en el Registro Minero y las sanciones originadas en la declaratoria de ilegalidad de una explotación no constituyen violación al debido proceso y si se pretende hacer valer algún derecho frente a la administración será en sede administrativa (agotando la vía gubernativa) o judicial, tal cual sucedió en el caso objeto de estudio por la Sala.

“En un cierto sentido la extinción del título contemplada en la norma acusada, tiene relación con la explotación económica en la que se resuelve la función social de la propiedad privada minera (Ley 20 de 1.969, art 3). Para iniciar y mantener la explotación económica, so pena de incurrir en el delito de ejercicio ilegal de actividades mineras, se requiere de título registrado y vigente (DL 2655 de 1.988). La inscripción del título es, además, condición indispensable para la explotación económica de la mina, sin la cual se incumple la función social y se extinguen en favor de la Nación los derechos de los particulares. La no inscripción del título anterior en el término del año previsto en la norma, ha podido de suyo dar lugar a un ejercicio ilegal de la actividad minera y a la consiguiente extinción del dominio.
La figura de extinción del derecho, de otra parte, no viola la garantía constitucional del debido proceso, pues debe ser declarada ya sea en el curso de un proceso judicial o en sede administrativa, en cuyo caso una vez ejecutoriado el acto administrativo puede ser demandado ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa”.(subrayado por la Sala)

En este orden de ideas las pretensiones de la demanda no están llamadas a prosperar al no advertirse vulneración alguna al ordenamiento legal que regulaba la materia en la fecha de los hechos.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sub-Sección C, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA,

PRIMERO: Negar las súplicas de la demanda.

Cópiese y Notifíquese,

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ

Presidenta de Sala

ENRIQUE GIL BOTERO

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
� ARTICULO 287. EXPLOTACION ILICITA E IRREGULAR.  El Ministerio está en la obligación de impedir o clausurar los trabajos de exploración subterránea y de explotación si llegare a comprobar que quien los realiza carece de título minero que lo autorice. En estos casos cerrará de inmediato los frentes de trabajo que se hallaren en actividad y fijará al explorador o explorador un plazo no mayor de dos (2) meses para retirar las maquinarias y equipos, así como los elementos instalados que puedan retirarse sin detrimento de los yacimientos o de sus accesos. Le fijará además una caución hasta de cien (100) salarios mínimos mensuales para asegurar que no continuará, con sus trabajos todo sin perjuicio de la responsabilidad que pueda caberle conforme a la ley penal. 


Es entendido que lo aquí dispuesto no tiene aplicación en las explotaciones de subsistencia realizada en terrenos aluviales de que trata el Capítulo XVII de este Código. 





� Artículo 6º. Los propietarios actuales de predios que de conformidad con el Artículo 4º del Código de Minas conserven el derecho sobre las canteras ubicadas en ellos no requerirán de un título minero otorgado por el Ministerio de Minas y Energía.��No obstante lo anterior, deben cumplir con el registro minero de que trata el Capítulo XXXI del citado Código, el cual deben efectuar dentro del término de un (1) año contado desde la vigencia del Código.


� ARTICULO 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 


Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 





� ARTICULO 6o. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.


� ARTICULO 25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas.


� ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 


Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. 


En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 


Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. 


Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso. 





� Artículo 5°. A falta de procedimiento especial las actuaciones administrativas de nivel nacional, departamental y municipal se cumplirán conforme a los siguientes principios: audiencia de las partes; enumeración de los medios de pruebas que puedan ser utilizados en el procedimiento; necesidad por lo menos sumaria de motivar los actos que afecten a particulares.


� ARTICULO 1o. CAMPO DE APLICACION.  Las normas de esta parte primera del código se aplicarán a los órganos, corporaciones y dependencias de las ramas del Poder Público en todos los órdenes, a las entidades descentralizadas, a la Procuraduría General de la Nación y Ministerio Público, a la Contraloría General de la República y contralorías regionales, a la Corte Electoral y a la Registraduría Nacional del Estado Civil, así como a las entidades privadas, cuando unos y otras cumplan funciones administrativas. Para los efectos de este Código, a todos ellos se les dará el nombre genérico de "autoridades". 


Los procedimientos administrativos regulados por leyes especiales se regirán por éstas; en lo no previsto en ellas se aplicarán las normas de esta parte primera que sean compatibles. 


Estas normas no se aplicarán en los procedimientos militares o de policía que por su naturaleza, requieren decisiones de aplicación inmediata, para evitar o remediar una perturbación de orden público en los aspectos de defensa nacional, seguridad, tranquilidad, salubridad y circulación de personas y cosas. 


Tampoco se aplicarán para ejercer la facultad de libre nombramiento y remoción. 





� Fl. 46 anverso 


� Fl. 49 a 51


� Fl. 316 a 320


� Fl. 326 a 332 


� ARTICULO 266. ACTOS DEL DELEGATARIO. <Decreto derogado por el artículo � HYPERLINK "http://www.cntv.org.co/cntv_bop/basedoc/ley/2001/ley_0685_2001_pr008.html" \l "361" \t "_blank" �361� de la Ley 685 de 2001> Los actos que ejecute la entidad o funcionario de cualquier naturaleza, orden o jerarquía en ejercicio de las funciones delegadas por el Ministerio, se considerarán como actos administrativos de carácter nacional. Contra ellos cabrá únicamente el recurso de reposición y surtido éste se entenderá agotada la vía gubernativa.





� A juicio de la Sala el numeral 6º del artículo 128 del CCA no fue derogado por el Código de Minas. Antes bien, existe armonía entre esta disposición y la contenida en el artículo 295 de la Ley 685 de 2001, bajo cuya vigencia se expidieron los actos acusados.





Los artículos 295 del Código de Minas y el numeral 6º del artículo 128 del CCA, deben interpretarse armónicamente con las disposiciones constitucionales y legales que regulan el instituto jurídico de la delegación de funciones.


Desde esta perspectiva, se concluye que compete al Consejo de Estado en  forma exclusiva y en única instancia, conocer de la demanda de la referencia, por tratarse de un asunto en materia minera de competencia de la Nación  -Ministerio de Minas y Energía, no obstante la delegación que para su ejercicio éste confirió mediante Resolución 3-1903 de 1992 (30 de septiembre) al Departamento de Antioquia, habida cuenta de que esta figura no acarrea una mutación en la  titularidad de la  función delegada (resaltado por la Sala).


� ARTICULO 211. La ley señalará las funciones que el Presidente de la República podrá delegar en los ministros, directores de departamentos administrativos, representantes legales de entidades descentralizadas, superintendentes, gobernadores, alcaldes y agencias del Estado que la misma ley determine. Igualmente, fijará las condiciones para que las autoridades administrativas puedan delegar en sus subalternos o en otras autoridades. 


La delegación exime de responsabilidad al delegante, la cual corresponderá exclusivamente al delegatario, cuyos actos o resoluciones podrá siempre reformar o revocar aquel, reasumiendo la responsabilidad consiguiente. 





� RTICULO 263. DELEGACION A ENTIDADES SECCIONALES Y LOCALES. <Decreto derogado por el artículo � HYPERLINK "http://www.cntv.org.co/cntv_bop/basedoc/ley/2001/ley_0685_2001_pr008.html" \l "361" \t "_blank" �361� de la Ley 685 de 2001> Los trámites de los negocios mineros y la expedición de los actos administrativos que los definan podrán delegarse por el Ministerio en las gobernaciones, intendencias, comisarías y municipios. También podrán delegarse en corporaciones de desarrollo regional que tengan entre sus fines las actividades mineras.


� RTICULO 296. REGISTRO DE TITULOS ANTERIORES. <Decreto derogado por el artículo � HYPERLINK "http://www.cntv.org.co/cntv_bop/basedoc/ley/2001/ley_0685_2001_pr008.html" \l "361" \t "_blank" �361� de la Ley 685 de 2001> Dentro del término de un (1) año contado a partir de la vigencia de este Código, los títulos mineros anteriores deberán inscribirse so pena de declararse su extinción ipso jure.


� 17. La inscripción en el Registro Minero constituye la única prueba de los actos a él sometidos y ninguna autoridad podrá admitir prueba distinta que la sustituya, complemente o modifique (DL 2655 de 1.988, art. 290). Para tal fin el Decreto establece un riguroso procedimiento de registro que comprende la identificación de las áreas de los títulos y el archivo, aparte del registro en sí mismo. Adicionalmente, luego de la radicación del acto o título, se procede a su calificación que supone establecer si la documentación presentada cumple con los requisitos legales, y solo si el examen es positivo se pasa el título o acto para su registro (DL 2655 de 1.988, arts 291-299). 


18. El Decreto sujeta los títulos mineros anteriores al Registro Minero cuyo objeto fundamental expresamente declarado por el Legislador es el de servir como sistema único de prueba de los actos y títulos a él sometidos. El reconocimiento del derecho minero privado, por parte del Estado y de los terceros requiere, como todo derecho, se aporte por el interesado la prueba que acredite su existencia. La ley establece que la única prueba del derecho minero será su inscripción en el Registro Minero. Es evidente que si dicha prueba no se presenta y constituye de la manera indicada, el Estado es incapaz de reconocer la existencia del pretendido derecho minero y no puede, por ende, extender su tutela jurídica, generándose en la práctica una situación equivalente a la extinción del derecho, admitiendo que éste haya podido preexistir.


19. Aparte de la cláusula general de competencia, compete al Legislador expedir Códigos en todos  los ramos de la Legislación. La regulación de los medios de adquisición del dominio y de su prueba, así como de su extinción, es una materia que no escapa a la órbita de la ley. En desarrollo de las anotadas atribuciones, tradicionalmente a través de ella se han establecido reglas sobre la adquisición, conservación, prueba y extinción de los derechos, cuya inobservancia por parte del interesado lo expone a verse privado de los beneficios allí contemplados. En este orden de ideas, la ley puede subordinar el reconocimiento de un derecho minero privado al acto de su inscripción en un registro y prever su extinción si éste no se hace en un término razonable. La prueba y la extinción de un derecho, en ningún momento y bajo ninguna circunstancia, han dejado de ser materia legislativa.


Tratándose en este caso de la aplicación de un régimen probatorio y de extinción del dominio a títulos mineros anteriores, cabe recordar el criterio interpretativo consagrado en el artículo 28 de la Ley 153 de 1.887: "Todo derecho real adquirido bajo una ley y en conformidad con ella, subsiste bajo el imperio de otra; pero en cuanto a su ejercicio y cargas, y en lo tocante a su extinción, prevalecerán las disposiciones de la nueva ley".


20. La extinción del dominio, como consecuencia de la no inscripción del título anterior dentro del año siguiente a la vigencia del Código, no se deriva propiamente del incumplimiento de las obligaciones sociales que la ley ordena respecto de la propiedad minera privada. Compromete esta modalidad de extinción el módulo privado de la propiedad y no su módulo social. La inobservancia del presupuesto que la ley ordinaria establece para discenir la protección del Estado a la propiedad originada en títulos anteriores al código, es la circunstancia que genera la extinción del derecho que, como se explicó anteriormente, lejos de tener carácter sancionatorio es el resultado normal de la conducta omisiva del sujeto que ha abdicado del cuidado de su propio interés.


21. Dado que el Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no renovables, sin perjuicio de los derechos adquiridos y perfeccionados con arreglo a las leyes preexistentes (C.P art 332), corresponde a los titulares de estos últimos la carga de probar el presupuesto que el derecho objetivo indica como necesario para reconocer una situación jurídica de propiedad. La afirmación de la propiedad que hace la constitución en favor del Estado convierte a la carta en título de esta reserva minera. Los títulos privados adquiridos con arreglo a leyes preexistentes desafían la situación de dominio eminente y normal del Estado, de modo que la carga de su prueba corresponde al interesado en desplazar en su beneficio una parte de la riqueza minera. A este respecto, la ausencia de prueba, su insuficiencia o la falta de diligencia del particular en acreditar su existencia de conformidad con los dictados del derecho objetivo, no suponen una transferencia del bien de la esfera privada a la pública sino la reafirmación del dominio eminente del Estado sobre el subsuelo y sus recursos que como titular originario no habrá sufrido mengua en ese caso. En este supuesto resulta absurdo siquiera imaginar que el Estado deba reconocer al particular una indemnización por la extinción de su derecho que, en estricto rigor, debería llamarse simplemente pretensión.


22. Si bien la exigencia de la inscripción de los títulos mineros anteriores en el registro minero que organiza el código, se instituye con miras a otorgar a los mismos la garantía constitucionalmente consagrada en favor de la propiedad privada, ella igualmente se inspira en un interés general ligado a la función social de la propiedad minera aún en cabeza del Estado. En efecto, la inscripción obligada de los titulos mineros anteriores, particularmente de los que sustentan el dominio privado, permiten determinar con nitidez el ámbito preciso y válido del dominio público. En estas condiciones puede el Estado con seguridad otorgar licencias y celebrar una amplia gama de contratos con el objeto de explotar de la mejor manera posible la riqueza del subsuelo y los recursos naturales no renovables, lo que equivale a realizar la función social de la propiedad minera, por lo menos de manera mediata. A esta exigencia igualmente se une la necesidad de que la inscripción de los títulos anteriores, se lleve a cabo dentro del año siguiente a la vigencia del código. Aparte de ser un término razonable, uno abierto o más prolongado interferiría con la utilización social del dominio público minero que, en razón de la reserva constitucionalmente consagrada en favor del Estado, lo expondría con grave peligro de los intereses suyos y de terceros a contratar sobre áreas y minas que luego podrían reclamarse como privadas.


25. De otra parte, solicitan los demandantes se declaren inexequibles los ordinales 4 y 10 del Artículo 1º de la Ley 57 de 1.987, si se considera que éstos estaban confiriendo facultades extraordinarias al Presidente para instituir causales de extinción de los derechos de propiedad de los particulares sobre los yacimientos, depósitos minerales y minas, como la establecida en el artículo 296 del Decreto 2655 de 1.988, evento en el cual dichas disposiciones violarían el artículo 58 de la C.P a cuyo amparo sólo pueden consagrarse causales de extinción del dominio originados en el incumplimiento de la función social de la propiedad, consistente en ese caso en su adecuada explotación económica.


26. La figura de la extinción del dominio, por las razones anteriormente expresadas, cabe igualmente en relación con la regulación del denominado aquí "módulo privado de la propiedad". Las modalidades y condiciones de ejercicio y extinción de los derechos patrimoniales, son materias incorporadas en la competencia ordinaria y tradicional del  Legislador.


27. La causal de extinción contemplada en el artículo 296 del Código de Minas, no se limita a orientar en un determinado sentido el ejercicio del derecho derivado del título. La consagración del presupuesto - inscripción del título minero en el Registro en el término de un año - se inspira en el interés general que exige determinar con precisión la extensión del dominio público minero, entre otros fines, para dar un cauce seguro a su explotación económica, en modo alguno ajena a la función social que todo tipo de riqueza - pública o privada - debe cumplir.


28. El Gobierno, finalmente, contaba con suficientes facultades para introducir la causal de extinción prevista en el artículo 296 del mencionado Código. El ordinal 10 de la Ley 57 de 1.987 revistió al Presidente de  facultades extraordinarias para "regular las condiciones extintivas de los derechos que a cualquier tipo hayan obtenido los particulares o empresas u organismos públicos sobre los yacimientos, depósitos minerales y minas". Estas facultades se adicionaron - y se tratan diferentemente - a las contenidas en el ordinal 5 de la misma ley enderezadas a "Ratificar la extinción de los derechos de los particulares sobre las minas a que se refiere el artículo 3º  de la Ley 20 de 1.969". Luego, no es posible pretender que el repertorio y el alcance de las causales de extinción del dominio minero, sean únicamente las referidas en el artículo 3º de la Ley 20 de 1.969.


29. El Gobierno, en virtud de la citada ley, fue revestido de facultades extraordinarias con el objeto primordial de expedir "un Código de Minas ... que regulará integramente la materia y constituirá un cuerpo armónico de disposiciones sustantivas y de procedimiento" ( Ley 57 de 1.987, art. 1º). Trátese del "módulo privado" o del "módulo público" de la propiedad, en el plano constitucional y en la tradición histórica, la regulación de las condiciones de ejercicio y extinción de los derechos es y ha sido siempre materia legislativa ordinariamente contenida en los diferentes códigos, expedidos directamente por el Congreso o por el Ejecutivo en desarrollo de precisas facultades extraordinarias. En este caso, la causal de extinción se predica de los títulos privados y, con mayor razón, de aquellos derivados del Estado, como son las licencias, permisos, concesiones y otros contratos, por definición y en razón de su fuente de nacimiento, restringibles y extinguibles.


30. La facultad atribuida temporalmente al Ejecutivo para establecer el Registro Minero y dictar las disposiciones sustantivas y de procedimiento para tal fin (ley 57 de 1.987, art 1º, ord 4), comprende la determinación de las consecuencias jurídicas que se siguen de la no inscripción de un acto o título sujeto a dicho procedimiento.


31. La reafirmación del principio de que el subsuelo y los recursos naturales no renovables pertenecen a la Nación en forma inalienable e imprescriptible, sin perjuicio de los derechos constituidos a favor de terceros (Ley 57 de 1.987, art 1º, ord. 1), cometido fundamental del Código - que retoma el hilo histórico de reivindicación, pese a transitorias inconsecuencias, del dominio público minero - no podía seriamente intentarse ni postularse sin delimitar dicho dominio del perteneciente a los particulares. Por ello la disposición acusada legítimamente estableció una carga de inscripción de los títulos anteriores en el Registro Minero en el término de un año. Esta medida a la vez que se constituye en el vehículo de protección que el Estado debe extender a la propiedad minera privada, de otra parte, coadyuva a la delimitación de los dos dominios cuando el título anterior no es directamente derivado del Estado sino adquirido y perfeccionado con arreglo a las leyes preexistentes (C.P art 332).





� ARTICULO 287. EXPLOTACION ILICITA E IRREGULAR. <Decreto derogado por el artículo � HYPERLINK "http://www.cntv.org.co/cntv_bop/basedoc/ley/2001/ley_0685_2001_pr008.html" \l "361" \t "_blank" �361� de la Ley 685 de 2001> El Ministerio está en la obligación de impedir o clausurar los trabajos de exploración subterránea y de explotación si llegare a comprobar que quien los realiza carece de título minero que lo autorice. En estos casos cerrará de inmediato los frentes de trabajo que se hallaren en actividad y fijará al explorador o explorador un plazo no mayor de dos (2) meses para retirar las maquinarias y equipos, así como los elementos instalados que puedan retirarse sin detrimento de los yacimientos o de sus accesos. Le fijará además una caución hasta de cien (100) salarios mínimos mensuales para asegurar que no continuará, con sus trabajos todo sin perjuicio de la responsabilidad que pueda caberle conforme a la ley penal. 


Es entendido que lo aquí dispuesto no tiene aplicación en las explotaciones de subsistencia realizada en terrenos aluviales de que trata el Capítulo XVII de este Código. 








